El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:
Sentencia  – 1ª instancia – 5 de julio de 2018

Proceso:
Acción de Tutela 
Radicación Nro. :         66001-22-13-000-2018-00447-00
Accionante: 

JAVIER ELÍAS ARIAS IDÁRRAGA
Accionado:
 JUZGADO 2º CIVIL CIRCUITO Y OTROS 

Magistrado Ponente: 
 CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
Temas: 

          DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / HECHOS NO OCURRIERON- Recursos fueron resueltos / SE NIEGA / ACCIONANTE NO PRESENTÓ REQUERIMIENTO DE DESARCHIVO DE EXPEDIENTES DENTRO DEL PROCESO / IMPROCEDENTE / EN UNO DE LOS PROCESOS NO INTERVINO ACCIONANTE / FALTA DE LEGITIMACIÓN /    
De conformidad con las pruebas allegadas, los hechos en que se fundamentó la pretensión de la acción de tutela, relativos a la falta de resolución de los recursos de reposición y apelación interpuestos en las acciones populares radicadas bajo los Nos. 2018-00032, 2018-00033 y 2018-00040, no guardan relación con lo efectivamente acaecido en los procesos en el que el accionante encuentra lesionados sus derechos, pues el juzgado accionado se pronunció frente a esos medios de impugnación mediante autos del pasado 4 de mayo.

En conclusión, la protección constitucional reclamada se fundamentó en hechos que no han tenido ocurrencia. 
(…)

De las copias allegadas de los expedientes que contienen las acciones populares objeto del amparo, se puede concluir que el accionante no ha elevado solicitud formal alguna ante el Juez Segundo Civil del Circuito de Pereira, para obtener el desarchivo de los citados procesos, y por tanto, ese despacho tampoco ha tenido la oportunidad de resolver lo que corresponda.

Ese pasivo comportamiento impide otorgar la tutela reclamada, porque el juez constitucional no puede desconocer las formas propias de cada juicio y adoptar por este excepcional medio de protección decisiones que deben ser resueltas al interior del proceso, escenario normal previsto por el legislador para tal cosa, por los funcionarios competentes para ello.
(…)

Distinto panorama se evidencia en relación con la demanda popular radicada bajo el número 2018-00042, ya que según las pruebas documentales allegadas al proceso, esa acción fue promovida por el señor Rodolfo Morales Herrera y no por Javier Elías Arias Idárraga quien tampoco figura como coadyuvante.

En estas condiciones en razón a que este no intervino como parte en aquel proceso, las decisiones que en su interior se han producido no pueden afectarlo.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

       Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos
       Pereira, julio cinco (5) de dos mil dieciocho (2018) 
       Acta No. 236 del 5 de julio de 2018 
       Expediente No. 66001-22-13-000-2018-00447-00

Se decide en primera instancia la acción de tutela de la referencia, promovida por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, a la que fueron vinculados el señor Rodolfo Morales Herrera, la Alcaldía de Pereira, la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público, ambos de la regional Risaralda.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el actor que en las acciones populares radicadas bajo los números “2018-32, 2018-33, 2018-40 y 2018-42”, el juzgado accionado “no tramito (sic) una reposición”, en desconocimiento del artículo 318 del Código General del Proceso y del derecho sustancial. Además le impide revisar los expedientes con el argumento de que están archivados y “me exige pago por desarchivo verbal/ (sic)”.  
2. Considera lesionados sus derechos a la igualdad y al debido proceso y al principio de presunción de buena fe. Para su protección solicita se ordene al juzgado accionado: a) resolver los recursos de reposición y apelación formulados; b) acreditar qué ley permite archivar acciones populares de manera inmediata; c) demostrar por qué debe pagar su desarchivo y d) “el desarchivo inmediato de todas las A (sic) populares”.
ACTUACIÓN PROCESAL

1. Mediante proveído del 21 de junio último se admitió la tutela y se ordenó vincular a la Alcaldía de Pereira, a la Defensoría del Pueblo y al Ministerio Público, ambos de la Regional Risaralda. También al señor Rodolfo Morales Herrera como demandante en los procesos en que encuentra el actor lesionados sus derechos. A ello no se procedió respecto de las entidades accionadas, porque las demandas populares fueron rechazadas y por tanto no comparecieron a esas actuaciones.

2. En el curso de esta instancia, se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 El Director de Defensa Judicial del Municipio de Pereira dijo que ese ente territorial es ajeno a la actuación desplegada en el Juzgado accionado y propuso como excepción la de falta de legitimación en la causa por pasiva.
2.2 La Asesora G-19 de la Procuraduría Regional de Risaralda señaló que a esa Agencia del Ministerio Público se han comunicado los autos que admiten las respectivas acciones populares y como consecuencia de ello han designado a los diferentes profesionales de la Procuraduría Regional Risaralda y Provincial de Pereira para dar cumplimiento al artículo 21 de la ley 472 de 1998; el Ministerio Público es ajeno a la cuestión planteada por el demandante, pues su intervención está orientada a verificar, como ente de control, la defensa de los derechos e intereses colectivos, lo que hará en el correspondiente pacto de cumplimiento que para el efecto se suscriba. Solicita se le desvincule de la actuación.
3. El titular del juzgado accionado y los demás vinculados guardaron silencio.
C O N S I D E R A C I O N E S 

1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.
2. Corresponde a esta Sala determinar si procede el amparo para ordenarle al juzgado demandado: a) resolver los recursos de reposición y apelación formulados en las acciones populares objeto del amparo y b) ordenar su desarchivo.
3. Las pruebas documentales incorporadas al expediente, que obran en el disco compacto visible a folio 12, acreditan los siguientes hechos:

3.1 El señor Rodolfo Morales Herrera formuló las acciones populares contra Bancolombia, respecto de las sedes ubicadas en la carrera 43a No. 18 sur 120  y carrera 64c No. 72-173 de Medellín, diagonal 55 No. 34-67 de Bello y calle 20 carrera 12 de Caucasia
. A estas acciones se les asignaron, en su orden, los números de radicación 2018-00032, 2018-00033, 2018-00040 y 2018-00042.
3.2 Por autos del 20 de marzo pasado, el Juzgado Segundo Civil del Circuito decidió inadmitir las radicadas bajo los Nos. 2018-00032, 2018-00033 y 2018-00040
 y el 9 de abril siguientes las rechazó porque no fueron subsandas
. 

3.3 Frente al anterior proveído, el demandante formuló recurso de reposición y en subsidio, apelación
.

3.4 Mediante providencias del 19 de abril se resolvió no reponer los autos recurridos y declarar inadmisible las apelaciones
.
3.5 El 20 del citado mes el señor Javier Elías Arias Idárraga solicitó ser reconocido como coadyuvante en las acciones populares 2018-00032, 2018-00033 y 2018-00040
. 
3.6 A esta última petición se accedió mediante auto del 4 de mayo último, en el que, además, se ordenó el archivo de las diligencias, al no quedar ninguna actuación pendiente
.
3.7 De las copias remitidas no aparece que además de las anteriores actuaciones, se hayan surtido otras.
3.8 Según la constancia expedida por la Secretaria del Juzgado demandado, en la acción popular radicada 2018-00042 el señor Javier Elías Arias Idárraga no solicitó ser reconocido como coadyuvante
.

4. Lo primero que se concluye de las anteriores pruebas, es que en los procesos en que encuentra el actor lesionados sus derechos surgieron circunstancias fácticas similares, salvo en el radicado bajo el No. 2018-00042. Por tanto, la Sala deberá pronunciarse de forma separada respecto de este último, a lo que se procederá luego de resolver lo que corresponda en relación con los primeros.
4.1 De conformidad con las pruebas allegadas, los hechos en que se fundamentó la pretensión de la acción de tutela, relativos a la falta de resolución de los recursos de reposición y apelación interpuestos en las acciones populares radicadas bajo los Nos. 2018-00032, 2018-00033 y 2018-00040, no guardan relación con lo efectivamente acaecido en los procesos en el que el accionante encuentra lesionados sus derechos, pues el juzgado accionado se pronunció frente a esos medios de impugnación mediante autos del pasado 4 de mayo.
En conclusión, la protección constitucional reclamada se fundamentó en hechos que no han tenido ocurrencia.

La Corte Suprema de Justicia, en proceso de tutela propuesta por quien en este asunto actúa como demandante, en el que también se relataron hechos que no guardaban relación con lo acaecido en el proceso en el que el peticionario encontraba la lesión de sus derechos, dijo:

“Visto lo anterior, la Corte advierte que tal como lo indicó el Tribunal a quo, no es viable entrar a examinar las puntuales inconformidades del actor, puesto que los planteamientos plasmados en el escrito de tutela, no guardan alguna relación con lo actuado dentro del asunto 2015-01053-00, por cuanto, no se avizora que la autoridad accionada haya rechazado de plano la demanda del tutelante por falta de competencia, sino al contrario, lo que aconteció fue que la inadmitió para que él realizara unas aclaraciones y aportara unas pruebas, empero, como aquél no cumplió con la carga, se rechazó la demanda.

Se refuerza lo preanotado, porque el auto que “rechazó” la demanda por no haberse subsanado se profirió el 29 de abril de 2016, es decir, con posterioridad a la presentación del presente auxilio, y bajo esa circunstancia, no es posible analizar los descontentos del tutelante, itérese, la falta de congruencia entre lo relatado en el escrito de tutela y lo que se adelantó en el juicio; además, tampoco se observó que la autoridad querellada hubiese rechazado algún recurso de apelación por improcedente…”

Por tanto la acción de tutela relacionada con tales hechos, debe ser negada.

4.2 La solicitud relativa a obtener el desarchivo de aquellos procesos será declarada improcedente por las siguientes razones.
Como se ha reiterado por la jurisprudencia constitucional, uno de los requisitos de procedencia del amparo constitucional es que el interesado haya acudido de manera previa a la autoridad que supuestamente afecta sus garantías fundamentales, a fin de que esta tenga la oportunidad de conocer la reclamación y pronunciarse al respecto; de obviarse ese trámite, se estaría dando por sentado que la administración no va a acceder a la petición y adicionalmente, el ciudadano ejercería la tutela como forma principal de obtener protección a sus derechos, cuando, es sabido, una de sus principales características es la subsidiariedad.

De las copias allegadas de los expedientes que contienen las acciones populares objeto del amparo, se puede concluir que el accionante no ha elevado solicitud formal alguna ante el Juez Segundo Civil del Circuito de Pereira, para obtener el desarchivo de los citados procesos, y por tanto, ese despacho tampoco ha tenido la oportunidad de resolver lo que corresponda.

Ese pasivo comportamiento impide otorgar la tutela reclamada, porque el juez constitucional no puede desconocer las formas propias de cada juicio y adoptar por este excepcional medio de protección decisiones que deben ser resueltas al interior del proceso, escenario normal previsto por el legislador para tal cosa, por los funcionarios competentes para ello.

Así lo ha explicado la jurisprudencia:

“2. Descendiendo al estudio de la controversia planteada por el tutelante, concluye la Corte la improcedencia del resguardo, habida cuenta que el gestor al interponer el resguardo, no atendió el principio de subsidiariedad que enmarca su procedibilidad, toda vez que no ha solicitado, ante el funcionario judicial que tramita la acción popular a la que se contrae la queja constitucional, la expedición de la reproducción que por esta vía deprecó, ni la exoneración del pago del arancel que se le exigió para tales efectos, según se extracta de lo que informó el Tribunal criticado, lo que denota que a su alcance tiene un medio judicial idóneo de defensa.

En ese orden de ideas, se configura la causal de improcedencia establecida en el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, esto es, «[c]uando existan otros recursos o medios de defensa judiciales (…)».”
.

En consecuencia, el amparo reclamado resulta improcedente por incumplir el requisito de la subsidiariedad.

4.3 Las solicitudes tendientes a obtener se manifieste qué ley permite archivar acciones populares de manera inmediata y por qué debe pagar por su desarchivo, serán declaradas también improcedentes ya que la acción de amparo está concebida para proteger derechos fundamentales concretos y no para elevar esa clase de peticiones.
5. Distinto panorama se evidencia en relación con la demanda popular radicada bajo el número 2018-00042, ya que según las pruebas documentales allegadas al proceso, esa acción fue promovida por el señor Rodolfo Morales Herrera y no por Javier Elías Arias Idárraga quien tampoco figura como coadyuvante.
En estas condiciones en razón a que este no intervino como parte en aquel proceso, las decisiones que en su interior se han producido no pueden afectarlo.

Al respecto ha dicho la Corte Constitucional:

“… Estima la Sala que para considerar que una providencia judicial ha vulnerado un derecho fundamental, es necesario que se demuestre que la autoridad judicial ha actuado de forma tal, que no permitió a los afectados con su decisión, hacerse parte dentro del proceso, o que una vez en éste, incurrió en algunas de las causales previstas para que la acción de tutela proceda contra providencias judiciales. Una persona que no ha intervenido dentro de un proceso judicial, y que no actúa como agente oficioso o como apoderado de quien sí lo ha hecho, no podría alegar una vulneración de sus derechos fundamentales como consecuencia de la decisión tomada por la autoridad judicial…”
. 
Esa misma línea de pensamiento la sigue la Corte Suprema de Justicia, que en una acción similar a la que es objeto de análisis en esta providencia, resolvió confirmar la decisión proferida por esta Sala respecto a la improcedencia del amparo por falta de legitimación por activa del actor, con sustento en que:

“1. Corresponde a la Corte determinar, inicialmente, si el memorialista está facultado para interponer la tutela y, de superarse lo anterior, si el Juzgado cuestionado vulneró las prerrogativas esenciales aducidas por exigir requisitos inexistentes a los contemplados en el artículo 18 de la Ley 472 de 1998, para la admisión de la acción popular que refiere. 

Lo anterior por cuanto más allá de la especial naturaleza del resguardo constitucional, resulta claro que al mismo no le son ajenos algunos de los presupuestos básicos de ciertos actos procesales, tal cual es el caso de la legitimación en la causa, ya sea por activa o por pasiva. En lo que a la primera modalidad refiere, el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991, prevé que «podrá ser ejercida, en todo momento y lugar, por cualquiera persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien actuará por sí misma o a través de representante. Los poderes se presumirán auténticos. También se pueden agenciar derechos ajenos cuando el titular de los mismos no esté en condiciones de promover su propia defensa. Cuando tal circunstancia ocurra, deberá manifestarse en la solicitud».

Sobre el alcance jurídico de la disposición legal en cita, la jurisprudencia constitucional sostiene que: «la legitimación por activa en la acción de tutela se refiere al titular de los derechos fundamentales presuntamente vulnerados o amenazados. Sin embargo, tanto las normas como la jurisprudencia, consideran válidas tres vías procesales adicionales para la interposición de la acción de tutela: (i) a través del representante legal del titular de los derechos fundamentales presuntamente conculcados (menores de edad, incapaces absolutos, interdictos y personas jurídicas); (ii) por intermedio de apoderado judicial (abogado titulado con poder o mandato expreso); y, (iii) por medio de agente oficioso» (CC T-878/07).

2. De acuerdo con ello y revisado el trámite surtido se establece que el peticionario no está facultado para interponer la presente tutela, ya que no fue éste quien promovió la acción popular y mucho menos participó en el proceso siquiera como coadyuvante…”

 
Puede entonces concluirse que el aquí accionante carece de legitimación en la causa para controvertir decisiones adoptadas en el proceso en el que no ha intervenido y por tal razón la tutela resulta improcedente.

6. En estas condiciones el amparo será declarado improcedente, salvo en lo relacionado con la pretensión de obtener se resolvieran los recursos de reposición y apelación formulados en las acciones populares radicadas bajo los Nos. 2018-00032, 2018-00033 y 2018-00040, que se negará.
7. Como lo solicita el demandante, se autorizará expedir copia de todo lo actuado en este proceso. Ello, a su costa, porque no existe circunstancia que lo exonere de ese pago.

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO. Declarar improcedente la acción de tutela promovida por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, a la que fueron vinculados el señor Rodolfo Morales Herrera, la Alcaldía de Pereira, la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público, ambos de la regional Risaralda, a excepción del amparo dirigido a obtener se resuelvan los recursos de reposición y apelación formulados en las acciones populares radicadas 2018-00032, 2018-00033 y 2018-00040, que se niega.

SEGUNDO. Expídase al accionante copia de todo lo actuado en este proceso, a su costa.
TERCERO. Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
CUARTO. De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Folios 3 de los archivos denominados “2018-00032”, “2018-00033” y “2018-00040”


� Folios 5 y 6 de los archivos denominados “2018-00032”, “2018-00033” y “2018-00040” 


� Folios 7 de los archivos denominados “2018-00032”, “2018-00033” y “2018-00040” 


� Folios 8 de los archivos denominados “2018-00032”, “2018-00033” y “2018-00040” 


� Folios 10 y 11 de los archivos denominados “2018-00032”, “2018-00033” y “2018-00040” 


� Folios 12 de los archivos denominados “2018-00032”, “2018-00033” y “2018-00040”


� Folios 14 de los archivos denominados “2018-00032”, “2018-00033” y “2018-00040”


� Folio 20 de este cuaderno





� Sala de Casación Civil, sentencia de tutela del 9 de junio de 2016, MP: Dr. Luis Alfonso Rico Puerta, radicación 66001-22-13-000-2016-00515-01





� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia de tutela STC3919-2017 proferida el 22 de marzo de 2017, M.P. Aroldo Wilson Quiroz Monsalvo, radicación No. 11001-02-03-000-2017-00615-00


� Sentencia T-1232 de 2004, reiterada en la T-510 de 2006.





� Sala de Casación Civil. Magistrado Ponente: Dr. Luis Alonso Rico Puerta, sentencia del  SSTC5295-2017 del 19 de abril de 2017 radicado No. 6001-22-13-000-2017-00202-01
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